Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 11:09). 


Es un gusto recibir a los representantes de la Corte Electoral en esta comisión que, luego de la 
elección de autoridades, tiene la primera reunión de trabajo. Repasamos un poco cuáles han sido los 
avances de esta Comisión Especial de Partidos Políticos, Financiación y Publicidad Electoral. 
Particularmente, en 2009, a los partidos políticos se les aportaron herramientas muy importantes en 
torno a los mecanismos de financiación y de transparencia y se aprobaron otras normas que hacen 
referencia a lo que pueden ser avances en lo que es la equidad en la distribución de la publicidad 
electoral. Aun así los partidos políticos representados en el Senado de la República hemos entendido 
que están maduras las condiciones para lograr avances en lo que podrían ser reformas de una nueva 
generación, las que nos permitirían dar más transparencia y mejores controles, dotando a los 
controladores de nuevos instrumentos para hacer la tarea de la mejor forma y además obtener mayor y 
mejor información sobre los ingresos y los egresos de los partidos, en la medida en que estos están 
recibiendo fondos públicos. Tenemos que mejorar todo lo que es materia de controles, cómo se 
dispone la información, etcétera. 


Ustedes saben que Uruguay goza de un prestigio —que queremos mantener— en materia de 
transparencia y escasísimos niveles de corrupción, pero estamos en un mundo en el que han detonado 
algunos elementos negativos sobre la política de los partidos, no solamente en la región, sino también 
en Europa, siendo el caso de España muy sintomático. Más o menos todos coincidimos en que estos 
fenómenos negativos que recaen sobre la política, si bien requieren de personas que decidan ir por el 
mal camino, también hay contextos que los habilitan para que puedan tener acceso a marcos de 
actuación. Sabemos que la financiación de los partidos juega un papel muy importante en esto. 


Uno de los objetivos de la comisión es dotar a los partidos de mayores niveles de autonomía respecto 
a la financiación privada, y luego se determinará cuál será su proporción. En materia de publicidad 
electoral también procuraremos seguir mejorando los caminos de accesibilidad, distribución y equidad, 
tanto en lo que tiene que ver con la presencia en los medios, como con la no discriminación desde el 
punto de vista de sus costos. Ustedes conocen mejor que nosotros que en el mundo hay experiencias 
en la materia. Para la comisión es de rigor que la primera visión sobre el tema la dé la autoridad 
electoral. 


La idea de la comisión —más allá de las preguntas que los señores senadores planteen 
posteriormente— es escuchar la opinión de los representantes de la Corte Electoral acerca de cómo 
entienden que está funcionando el actual sistema, qué cambios entienden que habría que hacer y con 
qué herramientas funcionaría mejor. 


Realizada la introducción, en nombre de la comisión les damos la bienvenida y les cedemos el uso de 
la palabra para referirse al proyecto de ley a estudio. 


SEÑOR AROCENA.- Buenos días a todos. 


La Corte Electoral recibió con mucha satisfacción esta convocatoria para tratar una temática 
propia de su órbita, tal como lo establece la Ley n.” 18485. Nos hemos reunido especialmente para 
traer a esta comisión una opinión muy elaborada, conversada y dialogada; verán que los documentos 
que vamos a dejar concitaron la unanimidad de los miembros de la Corte Electoral, lo cual es un 
elemento muy importante porque quiere decir que en el organismo hay una posición clara, una cultura 
de buscar unanimidad en estos temas fundamentales. 


Si les parece, voy a hacer una introducción general a la temática y después los señores 
senadores podrán formular las preguntas que crean convenientes y nosotros las iremos respondiendo. 


El primer punto que quisiera plantear es lo que llamaría contexto nacional e internacional. 
Como bien saben —porque lo han leído, al igual que nosotros—, en los últimos tiempos la prensa y los 
medios de comunicación se han hecho eco de opiniones sobre esta temática con bastante frecuencia; 
ha habido entrevistas —incluso a miembros de la Corte Electoral-, artículos y distinta clase de trabajos 
a propósito de este tema. Por su parte, el medio académico también ha intervenido y han aparecido 
diversos artículos de politólogos y de sociólogos. Esto significa que, a nivel nacional, diría que este 
tema está en frecuente discusión, y cuando nos referimos a estos temas electorales aparece la 
temática de la financiación de los partidos y de las campañas electorales. 


El otro punto que quiero destacar es que esta temática no es solamente nacional sino también 
internacional. A nivel regional, la Corte Electoral tiene mucho contacto con otros organismos electorales 
de nuestro continente. Los distintos ministros hemos asistido a seminarios y a simposios en los que se 
ha tratado el tema de la financiación de los partidos y de las campañas electorales, pues es un tema de 
preocupación de muchos de los organismos electorales de América Latina y de los sistemas de 
partidos. En este sentido, Uruguay como bien saben- tiene un lugar de privilegio en todo lo que 
significa cultura democrática, participación electoral, apoyo popular a la democracia, derechos políticos 
y libertades, pluralismo político, naturaleza independiente del órgano electoral —es decir, de la Corte 
Electoral-, pero no ocupa las mismas posiciones en materia de control de la financiación de los 
partidos y de las campañas electorales. Hay otros países que nos han rebasado en este tema, ya que 
han resuelto mejor el contralor de la financiación. De todas maneras, tenemos la Ley n.* 18485 del año 
2009, que ha sido un paso muy importante. Si comparamos la época anterior con la posterior a la 
sanción de la ley, evidentemente ahora contamos con un instrumento que antes no teníamos, y lo 
consideramos un paso adelante. O sea, la sanción de esta ley no es algo sin importancia, ya que no 
solo regula el tema sino que es una condición necesaria para que la Corte Electoral intervenga, porque 
es esa ley la que nos autoriza la intervención en estos temas, que antes no teníamos. En realidad, esta 
ley tiene elementos sumamente positivos pero, en opinión de la Corte Electoral, también tiene 
insuficiencias. Diría que son de distinto tipo y que no están tan relacionadas con lo que permite o no la 
ley, sino con los recursos de los que dispone la Corte para cumplir con esta función de contralor. Aclaro 
que en esta introducción voy a centrar mucho el tema en este aspecto de los recursos, no solamente 
los materiales y de infraestructura sino también los humanos. 


Hay que tener en cuenta que ya han transcurrido siete años desde la ley del 2009 y que la experiencia 
de las elecciones del 2014 nos ha demostrado que tenemos problemas de aplicación. 
Fundamentalmente, las insuficiencias se hacen evidentes en el terreno de las aplicaciones. En las 
últimas deliberaciones que ha hecho la Corte Electoral, ha insistido mucho en que cuando busquemos 
los contralores, no alteremos las libertades que la Constitución da al sistema de partidos. Lo cierto es 
que hay que lograr un difícil equilibrio entre el control y la libertad de los partidos. No se trata de un 
imposible porque es importante avanzar en los controles, aunque creemos que debe hacerse con 
cuidado para no amordazar la libertad de los partidos. Este es un tema que preocupa a la Corte y por 
eso lo ha tratado ampliamente en las deliberaciones de los últimos días. Seguramente los ministros van 
a referirse más en detalle sobre lo relativo al difícil equilibrio entre los controles y la libertad. 


En cuanto a los problemas de aplicación, debemos decir que hoy en la Corte faltan recursos humanos, 
materiales e infraestructura, que serían necesarios para ir más allá de lo que hace hoy día. ¿Qué es lo 
que hace actualmente? Revisa las rendiciones de cuentas. Además, de alguna manera las estructura 
cuando envía formularios a los partidos para que puedan atenerse a ellos, permitiendo que eso luego 
sea comparable y tratable. Esto lo hace la Corte y los partidos han respondido dentro de las 
coordenadas marcadas por los formularios. 


En diversos artículos y entrevistas hemos dicho que si bien publicamos las rendiciones de cuentas en 
la página web, no tenemos posibilidades de ir más allá de la revisión. ¿Por qué? Porque, por ejemplo, 
en las elecciones municipales y departamentales del 2015 se presentaron 1014 listas y se debería 
revisar la rendición de cuentas de cada una de ellas. Nosotros aspiraríamos a tener los medios no solo 
para revisar sino también para auditar. Obviamente, hoy no tenemos los medios pero si tuviéramos que 
hacerlo, tengan en cuenta que estamos hablando de alrededor de 1014 listas para la elección 
departamental. En la elección nacional de octubre de 2014 se presentaron más de 500 listas a la 
Cámara de Representantes. Insisto en esto porque lo más adecuado sería que, en el futuro, nosotros 
pudiéramos revisar y auditar cada una de las quinientas y tantas listas o agrupaciones que se 
presentan en la elección nacional y de las mil y pico que lo hacen en la elección departamental. 


Imaginen el equipo que se necesita para hacer una auditoría de este número de agrupaciones que 
tienen que presentar rendiciones de cuentas. 


La Corte Electoral tiene alrededor de novecientos funcionarios, lo que exige una actividad 
administrativa y contable de cierto nivel y volumen. A eso tenemos que agregar los procesos 
eleccionarios que se deben organizar y controlar, también desde el punto de vista contable. Quiero 
aclarar que en la Corte hay solo tres contadores, que están absolutamente ocupados con la gestión 
ordinaria contable de la Corte y con los eventos eleccionarios cuando estos existen. Hoy el tratamiento 
integral de la financiación de los partidos políticos y de las campañas electorales con ese importante 
número de agrupaciones hace imposible la auditoría, pero no así la revisión, que la hacemos. Desde 
nuestro punto de vista el control no es suficiente con la revisión, pues necesitamos ir a una auditoría 
que pueda examinar los orígenes de los fondos. 


Hay otro aspecto que también estuve considerando plantear en esta síntesis de introducción, que es el 
relacionado con el órgano que debería encargarse de tratar de manera integral la financiación de los 
partidos y de las campañas electorales. Se ha dicho que, probablemente, no sea la Corte Electoral, 
sino un órgano nuevo, de carácter independiente, quien se encargue de esa tarea. La Corte opina que 
debe ser ella misma la que lleve adelante todo lo relacionado con el contralor de la financiación de los 
partidos y de las campañas electorales. ¿Por qué? Es relativamente fácil explicar el porqué. El perfil 
constitucional de la Corte le otorga dos características que parecen fundamentales para esta función 
de contralor de las finanzas de los partidos y de las campañas electorales. Esas dos características 
que le otorga la Constitución son: la independencia de los tres Poderes del Estado —esto es 
fundamental— y el contralor partidario. Estas dos características que tiene la Corte la hacen un órgano 
adecuado para cumplir esta función, siempre que se le den los recursos que hoy no tiene. 


Las formas concretas que podrían plantearse para solucionar este problema son las siguientes. La 
Corte entiende que debe profundizarse en el contralor de la financiación de los partidos, agrupaciones 
y listas por medio de la contratación de técnicos con el debido contralor partidario y sin perjuicio del 
contralor público establecido en la ley vigente. El contralor público, por supuesto, sigue existiendo con 
el valor que tiene, pero tenemos que profundizar en el contralor que puede hacer la Corte. Para esto 
necesitamos contratar técnicos, probablemente por períodos acotados, porque no es necesario 
contratar durante todo el quinquenio; también pueden ser permanentes. Se puede aplicar cualquiera de 
estas dos soluciones, pero serán los señores senadores los que tendrán la última palabra en este 
tema. 


Además de un documento que vamos a dejar a la comisión que contiene esto que acabo de decir, se 
elaboró otro yendo más al fondo de las raíces jurídicas del problema. Este documento trata más en 
detalle esta problemática desde el punto de vista estrictamente jurídico, que también vamos a dejar 
para el trabajo de la comisión. 


SEÑOR HEBER.- Antes de que se continúen haciendo consideraciones me queda claro que, en primer 
lugar, la Corte señala que es de su competencia el tema —y coincido con ello, pero lo deliberaremos en 
la comisión— y, en segundo término, que precisa un órgano de técnicos que, supongo, deben ser 
contadores. 


SEÑOR AROCENA.- Son contadores y tal vez otros, ¿no? 

SEÑOR HEBER.- Sería importante saberlo. 

SEÑOR MICHELINI.- Y abogados. 

SEÑOR HEBER.- No es la legalidad lo que está en cuestión; se van a hacer auditorías. 
SEÑOR AROCENA.- Son contadores, fundamentalmente. 


SEÑOR HEBER.- Bien, son contadores. 


SEÑOR MICHELINI.- Pero la legalidad de los fondos la determinan los abogados. 
(Dialogados). 


SEÑOR HEBER.- Entonces, la Corte Electoral nos dice: «Precisamos un órgano». Preferentemente, 
entendemos —por lo menos lo tomo así- que son contadores porque tienen que realizar auditorías, por 
lo que estamos de acuerdo. 


¿Cuántos funcionarios serían? Queremos saberlo para tener idea de cuánto significaría esto 
presupuestalmente, porque acá hay que hablar de los técnicos que se precisan para auditarnos. Soy 
presidente de un partido, por lo que estoy interesado en que me auditen y no solo en que se informe a 
la Corte Electoral si el balance da y se haga una fiscalización de si está bien estructurado. En fin, se 
trata de que nos auditen, pero no de que nos detengan en el trabajo político. 


Reitero: nos gustaría saber cuántos funcionarios serían para tener una idea aproximada de la 
contribución presupuestal. 


Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de continuar, sugeriría continuar con el siguiente procedimiento, porque 
todos estamos tentados en hacer consultas. Por ejemplo, estoy pensando en un control y en una 
auditoría permanente de los partidos pero no solo para la campaña electoral, porque se reciben fondos 
para la financiación cotidiana. Si estamos pensando en que hay que controlar los ingresos, se debe 
saber de dónde vienen pero también en qué se gastan, más allá de los equilibrios de la libertad 
correspondiente. 


Entonces, propongo que dejemos que los representantes de la Corte Electoral terminen de exponer y, 
mientras tanto, que los señores legisladores vayan anotando sus consultas a los efectos de que sean 
evacuadas todas juntas para mantener un orden. 


SEÑOR AROCENA.- Con respecto a la pregunta del señor senador Heber, debo aclarar que en este 
momento no estamos en condiciones de especificar cuántos son, pero podemos llegar a hacerlo. 
Insisto en que no podemos hacerlo en este momento. 


Lo otro que quisiera decir sobre este tema es que se necesitan contadores pero con experiencia 
importante en auditoría. No todos los contadores la tienen, sobre todo en auditoría de partidos políticos, 
que también tiene su particularidad. O sea que es muy delicada la selección de estos contadores. Por 
eso insistimos en el contralor partidario, porque es lo que da garantías. 


En la deliberación que tuvimos en la Corte Electoral decíamos ayer que un diagnóstico técnico 
nunca es neutral. La sabiduría de los órganos electorales del Uruguay consiste en que, justamente 
porque no es neutral, se necesita contralor partidario. Esto es lo que respondería en cuanto a la calidad 
de los técnicos que se necesitan. 


Otra cosa que quería agregar y que me sugería el doctor Penco, es que vamos a hacerles entrega, 
junto con los dos documentos de la Corte Electoral, de un documento del doctor Daniel Zovatto, que es 
director regional para América Latina y el Caribe de IDEA Internacional y, además, un especialista en 
materia electoral en América Latina y en el mundo, porque tiene una vastísima experiencia en este 
tema. En un seminario al que fui invitado por la Cámara Nacional Electoral de Argentina, en el que 
cada presidente de tribunal o de órgano electoral exponía el sistema electoral de su país, el doctor 
Zovatto hizo una presentación sobre las «Tendencias electorales en América Latina». Queremos 
dejarles este documento porque una de las tendencias que el doctor Zovatto señala como muy 
importante es justamente el controlar de la financiación de los partidos, de las campañas electorales. 
Por lo tanto, resolvimos dejar a la comisión este documento porque creemos que puede serle útil. 


SEÑOR PENCO.- El doctor Arocena realizó una introducción de carácter general e hizo hincapié en 
aspectos que nos parecen centrales respecto de la temática que estamos considerando. 


Solamente quiero hacer algunos comentarios sobre dos temas. En primer lugar, me voy a 
referir a la rendición de cuentas que se presenta ante la Corte Electoral. Como se ha expresado, en 
estos años hemos avanzado en la elaboración de una fórmula, de un formulario, a los efectos de 
facilitar y uniformizar criterios respecto a las modalidades en que deben ser presentadas estas 
rendiciones de cuentas por parte de los partidos políticos. A veces perdemos de vista que esas 
rendiciones de cuentas no reflejan exactamente la realidad, sobre todo con relación a las campañas 
electorales porque el legislador del año 2009 eligió un criterio, muy atendible y respetable, que es el de 
la disgregación. Hay un comité de campaña que refiere a la candidatura presidencial, responsables de 
listas que refieren a las listas nacionales y responsables de listas que refieren a las listas 
departamentales, que corresponden a las candidaturas al Senado y a la Cámara de Representantes, 
respectivamente. 


Sin embargo, muchas veces los gastos realizados por una lista a la Cámara de 
Representantes en un departamento, no los hacen los responsables de esa lista sino la agrupación 
nacional, que también está contenida en la hoja de votación. Estas disfuncionalidades —por llamarlas 
de alguna manera- distorsionan la realidad que se quiere presentar y que después se quiere exhibir 
como muestra de lo que ocurre durante la campaña electoral en materia fundamentalmente de gastos 
y, en general, de financiamiento de campañas electorales. Es importante profundizar en este tema para 
tratar de lograr que esas rendiciones de cuentas sean efectivamente veraces. 


Por otra parte, en materia de financiamiento público, muchas veces los partidos políticos realizan una 
distribución o una redistribución de esa masa dineraria que no corresponde exactamente a la del monto 
por voto que obtuvo cada lista a ese respecto. Esas son realidades que viven los partidos políticos y 
que, de algún modo, deben ser contempladas. En consecuencia, nos parece importante que se haga 
hincapié en este aspecto. 


SEÑOR COUTINHO.- ¿Eso no sucede porque en realidad también es compartida la distribución 
cuando alguien es candidato a diputado? En ese caso, el diputado no tiene la autonomía de rendir 
porque, en realidad, muchas veces eso también es compartido con el candidato presidencial. ¿Eso no 
sucede desde ese punto de partida y por eso lo hacen las agrupaciones? No es que se esté omitiendo 
algo o que esté mal. 


SEÑOR PENCO.- En ningún momento me referí a ningún tipo de omisión, sino a mecanismos que 
deben ser examinados para que la rendición de cuentas refleje las realidades de las mecánicas que 
operan en los partidos y en las campañas electorales de modo más integral. Ese es el sentido del 
planteo. 


Además, el doctor Arocena habló de la revisión que hace la Corte Electoral a través de su 
contaduría, que es donde nos encontramos con este tipo de problemas. Las propias agrupaciones o 
responsables de listas les plantean a nuestros funcionarios que no pueden documentar determinado 
gasto porque, en realidad, no lo hicieron ellos sino los representantes o los candidatos a las listas 
nacionales, que es a lo que hacía referencia el señor senador Coutinho. 


Nosotros planteamos el problema y, por supuesto, estamos dispuestos a colaborar en todo lo que sea 
necesario para encontrar una solución legislativa que, sin cambiar el criterio que el legislador de 2009 
estableció, a través de alguna norma habilite la existencia o reconozca esas otras realidades que 
acompañan la disgregación inicial. 


Ese es uno de los temas en los que quería poner énfasis. 


El segundo punto al que me quiero referir tiene que ver con otro problema que de algún modo también 
ha sido examinado en su oportunidad por la Corte Electoral. 


La Ley n.* 18485 diferencia, entre los posibles donantes de contribuciones a los partidos políticos, a las 
empresas concesionarias de servicios públicos de las empresas concesionarias o adjudicatarias de 
obras públicas. Con respecto a las primeras, la ley establece un monto máximo a donar a los partidos 
como contribución, mientras que a las empresas concesionarias o adjudicatarias de obras públicas les 
prohíbe la donación. Pero, ¿qué ocurre? Se plantean dos problemas. En primer lugar, hay empresas 
que son al mismo tiempo adjudicatarias de obras públicas y concesionarias de servicios públicos. Esta 
situación genera una dificultad interpretativa muy importante. En segundo término, hay otro problema 
que refiere a las empresas adjudicatarias de obras públicas, por cuanto el legislador estableció que los 
partidos, sectores internos o listas de candidatos no podrán aceptar donaciones directa o 
indirectamente. ¿Qué quiere decir esto? ¿Que un director de una empresa adjudicataria de obra 
pública tampoco puede efectuar una contribución a título personal a un partido político porque sería 
una forma indirecta de eludir la prohibición? 


Este es otro de los temas que nos parece importante que sea considerado por los legisladores 
cuando se analice una reforma. 


SEÑOR SALVO.- Creemos oportuno precisar un concepto que refirió el doctor Arocena, que es el de 
contralor público. Tenemos que preguntarnos qué es el contralor público: es el que ejercen entidades 
que no son precisamente los partidos políticos. 


Esa posibilidad está consagrada en distintas disposiciones de la Ley de Partidos Políticos. El 
artículo 36 establece: «Las rendiciones de cuentas presentadas ante la Corte Electoral tendrán 
carácter público y podrán ser consultadas por cualquier persona, sin limitación alguna». [...] 


Asimismo, otra disposición instituye: «Las sanciones a que refiere el presente texto serán 
aplicadas por la Corte Electoral, la cual procederá de oficio o por denuncia fundada de parte». [...] 


La experiencia nos muestra que en todos los períodos electorales no son los partidos políticos 
los que denuncian a otros por trasgresión a esas eventuales infracciones a la ley, sino que son los 
terceros coadyuvantes con ese contralor, llámense prensa, entidades, etcétera. Sobre el particular, la 
Corte Electoral ha tenido una experiencia. Los partidos políticos oportunamente fueron denunciados, 
pero desde este órgano se estimó que no había existido ningún tipo de violación de las normas 
contenidas en la ley que nos convoca. 


Por otra parte, querría agregar algo respecto a las necesidades de la Corte Electoral. 
Naturalmente, para ejercer efectivamente el contralor se requieren funcionarios idóneos, pero también 
programas informáticos. El derecho comparado y la experiencia de países con los que mantenemos 
relaciones indican que hay softwares que permiten realizar el contralor en línea, lo que da la posibilidad 
a los partidos políticos, a sus agrupaciones y a los responsables de campaña de remitir las rendiciones 
de cuenta a través de sistemas informáticos. 


Tenemos experiencia en ver a los interesados haciendo cola en el departamento de 
Contaduría a los efectos de pasar por el cernidor de los contadores las rendiciones que presentan. 
Pensamos que también tenemos que incursionar en esa modalidad, o sea, adecuarnos a los adelantos 
técnicos informáticos de que se pueda disponer. 


Hay un tema que no se ha abordado y que también es motivo de citación a esta comisión; me refiero a 
la publicidad. Respecto a este punto, tenemos que hacer un pequeño inventario de las normas —que no 
son pocas— que regulan la publicidad en determinados períodos, así como la famosa veda política. La 
Ley n.* 7812 de elecciones, de 16 de enero de 1925, con las modificaciones que le introdujo la ley de 
1999, establece en su artículo 176 prohibiciones al respecto. Lo mismo sucede en la Ley n.* 16019 de 
abril de 1989, en la Ley n.” 17045 de diciembre de 1998 y en la Ley n.* 17818 de setiembre de 2004. 
Todas esas leyes tienen un inconveniente que me voy a permitir anotar. 


La Corte Electoral carece de la infraestructura para controlar y está condicionada a las 
denuncias que se hagan. La institución no tiene la infraestructura requerida —como sucede en el caso 
de Ursec— para tener a la vista los canales de televisión, las radios u otros medios que trasmiten 


publicidad fuera de los períodos legalmente establecidos. Además, hay un problema muy importante 
que consiste en que las normas contenidas en las leyes a que hicimos referencia anteriormente 
carecen de elementos caracterizantes en los preceptos jurídicos en su formulación más esquemática: 
no tienen sanción. ¿Qué hace la Corte? Se limita a declarar, pero con eso no evita que se reincida 
inmediatamente después de la declaración. Además, la ley no tiene el elemento de coacción; carece de 
la coercibilidad para exigir que no se realice esa transgresión, que es por demás habitual y es objeto de 
denuncia de los partidos políticos e incluso fue motivo de consulta de más de un legislador en períodos 
anteriores. 


Es cuanto quería decir. Muchas gracias. 
SEÑOR SILVEIRA.- Comparto todo lo que han expuesto los señores ministros. 


Me congratulo por esta oportunidad que nos estamos dando para imaginar la manera de avanzar en el 
proceso de lograr un contralor eficiente y adecuado del financiamiento, tanto público como privado, que 
reciben los partidos políticos. Sin duda, eso va a permitir —todos tenemos la esperanza de que así 
ocurra— que el Uruguay ascienda a los primeros lugares, tal como se encuentra en todos los demás 
parámetros democráticos en los que se nos mide. 


Ahora que se han desbrozado estos temas, quiero decir algo que entiendo debemos tener presente. 
Hasta ahora hemos hecho el contralor —el que está planteado en la ley— de lo que un partido declara 
que gastó, pero no sabemos -—y los sistemas de apreciación de los sistemas de contralor saben que no 
lo conocemos- si eso se condice con lo que efectivamente gastó o si solo declaró parte de sus gastos, 
con lo cual estaría declarando solo una porción de sus ingresos privados o eventualmente solo 
aquellos ingresos que no están vedados por la ley. Si en este sistema nos vamos a plantear avanzar 
para el contralor de lo declarado, necesitaríamos más músculo técnico —por decirlo así- en la Corte, 
manteniendo a salvo lo que sabiamente la ley establece que es el contralor público, de modo que toda 
la documentación esté a disposición de cualquier ciudadano. 


Ahora bien, para avanzar en un sistema que dé un paso más allá de esta formalidad que es el 
contralor adecuado de lo meramente declarado, habrá que imaginar alguna manera por la cual la Corte 
pueda controlar, certificar, intervenir en la etapa previa, aquella en la que se realiza el gasto, es decir, 
durante la campaña. En ese momento se debería ver y anotar los gastos realizados por cada partido, 
los que luego deberán estar reflejados en la declaración de gastos que se presenta en la declaración 
jurada. De otra manera, esto no pasa de un mero contralor formal, y no le permitirá a Uruguay avanzar 
a nivel internacional como un país que posee los contralores más serios, que es a lo que todos 
aspiramos. 


Era cuanto quería manifestar. 


SEÑOR COUTINHO..- Ante todo, quería agradecer a las autoridades de la Corte Electoral su presencia 
y la manera en que han tomado este tema. Me parece que la participación de la Corte es de vital 
importancia para el trabajo de esta comisión. Creo que lo que nosotros vamos a elaborar y como 
partidos políticos vamos a plantear, luego va a terminar allí. Por tanto, entiendo que esta es la primera 
reunión y que nos esperarán varias más. 


Además, considero que cada uno de los planteos y opiniones van a necesitar respuestas y se 
deberá conocer la opinión de cada uno de nosotros. En representación del Partido Colorado, puedo 
decir que se ha decidido tener una estrategia de trabajo en la comisión —y se la trasmito a la Corte— en 
el sentido de recibir todos los insumos, todas las opiniones, lo que hoy no es menor. Ministros 
representativos de diferentes fuerzas han logrado la unanimidad en un concepto, lo que me parece que 
es un insumo muy importante para la diversidad de senadores de las distintas fuerzas políticas. 
Considero que este es un primer paso fundamental. Se nos dice que están de acuerdo en esto, 
marcando un camino, entonces, veremos si nosotros también podemos ponernos de acuerdo. De 
modo que realmente les quiero agradecer por el aporte. 


En definitiva, este es el mecanismo de trabajo, y hay varios temas y planteos importantes. Cada uno de 
nosotros está representando a un montón de gente y a dirigentes políticos que están sumamente 
interesados en este tema. Como sucede siempre, una cabeza sola se puede equivocar, pero varias 
cabezas pueden aportar mucho más y creo que en Uruguay hay mucha gente que puede hacerlo. 


Me quedo con varios conceptos e insumos, principalmente el de exigirle más a la Corte. También me 
gustó mucho lo que se dijo respecto del control y el equilibrio. En cuanto a eso de la permanencia 
auditada y al planteo en sí, digo que, obviamente, puede haber cosas legales o ilegales —eso está claro 
y lo saben todos los dirigentes políticos—, pero esa constante permanente de auditorías no tiene lugar 
porque habría que estar auditando todo y todo el tiempo. Las leyes son claras: hay cosas legales y 
cosas ilegales, entonces, no hay que estar permanentemente en eso. 


Por otra parte, entiendo que la Corte necesita dar una serie de pasos hacia la tecnología, 
hacia la informática, porque el mundo va hacia allí. 


En fin, me quedo con la sensación de que todos abrazamos este tema que, aunque pueda 
parecer menor, para nosotros es fundamental, y de que el Uruguay necesita dar un paso fuerte y firme 
para que todos coincidamos. Me gusta pensar así. Seguramente pronto nos veremos de nuevo en esta 
comisión. 


Muchas gracias. 


SEÑOR OTHEGUY.- Ante todo, quiero agradecer la presencia de los representantes de la Corte 
Electoral. 


Me gustaría formular algunas preguntas con respecto a algo que manifestó el doctor Penco en el 
sentido de que se establece que los concesionarios de obra pública no podrían colaborar, ni directa ni 
indirectamente, con el financiamiento de los partidos políticos. ¿Esto se controla? En base a lo que 
relataron, ¿se controla en función de una denuncia? Y ¿qué interpretación hace la Corte Electoral de 
este tema, si es que la hace? 


Por otra parte, sin duda, más allá de lo que establece la ley y de las auditorías en los momentos 
electorales, lo más racional sería tener una auditoría permanente del funcionamiento del sistema, sin 
llegar a un nivel de burocracia que termine haciendo totalmente ineficiente el funcionamiento de la 
integralidad del sistema electoral y de los partidos. Aquí debemos visualizar que el país viene 
avanzando en algunas otras cuestiones, como la bancarización y la inclusión financiera, y en la medida 
en que pudiéramos incluir a los partidos políticos en esos avances, también se facilitaría -me imagino, 
y pido la opinión de la Corte Electoral- la idea de auditoría permanente del funcionamiento del sistema. 


SEÑOR HEBER.- Quería hacer un comentario y formular una pregunta, aunque no sé si hay una 
respuesta para ese tema. 


Coincido con el doctor Salvo en lo que respecta a la publicidad y a la necesidad de que la ley 
determine una multa para quien la viole. Pero también deberíamos establecer la definición de 
publicidad electoral porque en épocas de campaña electoral surge el inconveniente de que una cosa es 
publicidad electoral y otra, distinta, es avisar o comunicar un evento o un acto, y también sabemos que 
se visten las convocatorias con publicidad electoral. O sea que aquí habría tres escenarios: aquel que 
viola notoriamente la prohibición porque hace publicidad electoral, aquel que la viola disfrazadamente, 
O sea que disfraza la publicidad electoral con una convocatoria a un acto, y aquel que quiere avisar que 
va a hacer un acto. Ahí tenemos una zona gris en la cual la multa para los partidos políticos tiene que 
ser muy clara, o sea, tiene que haber plena conciencia de que se está violando la veda. Este es un 
tema en el que debemos trabajar; por eso dije que era solo un comentario. 


Lo que no me queda claro es cuál es el período de veda. Se puede decir que son treinta días 
antes de la elección, pero, ¿qué pasa durante los cinco años anteriores, en el caso de que haya un 
evento? Así como acaba de sucederle a una fuerza política, al Frente Amplio, que hizo una elección 
interna, nosotros mañana podemos hacer una elección de la juventud —que tenemos programada- y le 


pedimos a compañeros de nuestro partido que están en la Corte Electoral que fiscalicen el evento, y 
hacemos publicidad en los medios. Entonces, me queda claro que el período de veda es treinta días 
antes de la elección pero, en el período, cómo es: ¿estoy violando la veda? ¿Estoy en veda? ¿No 
estoy en veda? ¿El partido político puede hacer propaganda dos años antes sin que haya un evento 
electoral o tenga un evento electoral propio? ¿No hay límites para ese evento electoral que, 
coyunturalmente, ese partido estableció? Para mí, la ley no es clara. Entonces, me gustaría escuchar 
algún comentario sobre este punto porque, francamente, no entiendo cuál es la situación. 


SEÑOR MICHELINI.- Saludo este intercambio con la Corte Electoral, que me parece muy fructífero. 


Me alegra que se critique la normativa tal como está porque cuando la generamos todos 
anunciamos que iba a ser necesario evaluarla. Cabe recordar que costó mucho llegar a estos 
acuerdos; costó muchísimo lograr que los partidos políticos nos pusiéramos controles, que 
aceptáramos limitaciones —por ejemplo, yo no quiero que las empresas aporten, que lo hagan los 
ciudadanos, en fin- y ya fijarlas a las empresas que tienen contratos con el Estado. Entonces, el hecho 
de que hoy se critique diciendo: «Hay que avanzar», es miel para mis oídos. 


Me parece que aquí hay algo así como dos paquetes de cosas. Uno de ellos comprendería a todos los 
instrumentos que debe tener la Corte y que va a tener que presupuestar. En algún momento tendremos 
que abordarlo, con las limitaciones económicas que hay. No creo que haya que controlar cada una de 
las listas y candidatos, me parece que hay que hacer un control general relativamente bueno. La Corte 
debe tener instrumentos para poder avanzar en aquellas circunstancias en que aparezcan dudas e 
inquietudes, y debe saberse con claridad que ella posee los mecanismos y las sanciones para 
intervenir. Creo que en todos los órdenes de la vida muchas veces sucede que está ese fantasma de 
una eventual sanción; en algún evento deportivo, por ejemplo, se pueden hacer los análisis y después 
sancionar. Nadie sabe a quién le toca y eso va ordenando la parte pública. Entonces, es cierto que hay 
una cantidad de cosas que van a requerir instrumentos, recursos y especializaciones, pero quizás sea 
mejor que ese cuerpo sea más estable, que no haya que salir a buscarlo todos los días. Y después 
vendrán las críticas, porque la Corte Electoral tiene, esencialmente, una integración política y algunos 
dirán que no llegó todo lo profundo que se quisiera. En fin, en la medida en que avancemos en la 
transparencia iremos en una buena dirección. 


Ahora bien, hay un paquete de medidas que podrían llevarse a cabo, que no tendrían costo; me refiero 
a Una serie de artículos que rápidamente podrían consensuarse sin que esta comisión dejara de 
trabajar, lo que permitiría algunas cosas. Por ejemplo, si nosotros tenemos vedados a los que hacen 
contratos, a los que son contratados por el Estado, y se exigiera, como cuestión de ley, que 
presentaran una declaración jurada de que no hacen aportes a los partidos políticos, supongo que 
tendrá que determinarse un plazo, porque puede haber una empresa que haya hecho aportes hace 
diez años. En fin, habrá que darle racionalidad. Se me dirá que eso no es nada, pero es la manera de 
tomar conciencia de que uno tiene que estampar la firma y hacer una declaración jurada. Cuando se 
presenta en una licitación, por ejemplo, están los parámetros de la licitación y los parámetros generales 
que las empresas tienen que presentar, aunque la licitación no se lo diga, por ejemplo, un certificado de 
la DGI. No sé si en la licitación está —o no— estipulado, pero lo tienen que presentar igual, porque de lo 
contrario no cobran. Puede haber un grupo de artículos que nos permita seguir avanzando en el trabajo 
pero, no creo que por más que en la comisión tengamos varios proyectos de ley para considerar, no 
haya que revisarlo dentro de cinco o seis años y luego seguir avanzando a la luz de la experiencia. No 
vamos a tener una legislación terminada, porque a pesar de que hay experiencias en este sentido en el 
mundo, todo es muy nuevo. No son muchos los países que tienen más de veinticinco años de 
experiencia, que representan cuatro o cinco elecciones, lo cual es muy poco. Tal vez si la Corte 
Electoral le propone a la comisión corregir o hacer tal o cual cosa que no implique costos y nosotros las 
estudiamos, sería un primer trabajo que fuera eficiente que quizás ayudaría más que alguna propuesta 
que tuviera costo. Mi intervención apunta a preguntar a nuestros invitados si nos podrían ayudar a 
identificar las propuestas que tienen costos —que las irán acercando-— y las que no lo tienen que capaz 
que nos permitirían trabajar con antelación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de cederle el uso de la palabra a la ministra Etcheverry y al ministro 
Brause, quisiera aclarar —para que no se entreveren los tantos— la metodología que adoptó esta 
comisión, que consiste en tres pasos importantes: escuchar, recepcionar y, después, con todo el 
conjunto de iniciativas, tanto las recibidas como las que ya tenemos, acordar lo máximo que podamos, 


estipulando un plazo. Hacemos este planteo porque estos proyectos tienen una etapa de maduración 
que culmina en la determinación de cómo se lleva a la práctica. No hay peor legislación que la que no 
se puede cumplir. En lo personal, preferimos pocas leyes de aplicación dura que muchas de aplicación 
blanda. En octubre o noviembre podríamos tener algún resultado legislativo que no será lo mejor del 
mundo, pero nos permitirá seguir avanzando. Tenemos un conjunto de iniciativas bastante grande que 
va desde la prohibición de la financiación privada empresarial a todos los matices intermedios que 
pueden existir con respecto a la publicidad televisiva. No queremos que la Corte Electoral se sienta 
agobiada porque, seguramente, la vamos a seguir consultando. 


Otro asunto que también debemos resolver es quién se encarga de cada cosa. Es cierto lo que 
planteaba el doctor Arocena en cuanto a que hay distintas iniciativas en cuanto a quién es el que tiene 
que ejercer el contralor o cuál es la manera más eficiente para hacerlo. Que un organismo tenga la 
responsabilidad no quiere decir que lo tenga que llevar adelante él mismo, también puede acordar con 
organismos del Estado la publicidad electoral. Estamos recibiendo pistas en este sentido. Hay 
herramientas que la Corte Electoral nos está proporcionando para poder trabajar en este tema. 


Queremos hacer esta salvedad porque tenemos al doctor Bottinelli esperando para ser recibido, 
habíamos acordado trabajar una hora y estamos casi finalizándola. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Vamos a ser breves porque creemos que puede ser más productiva la 
intervención del ministro Brause, que ha trabajado mucho en este tema en forma conjunta. Quiero 
aportar algo importante que han destacado y es que amerita que la Corte Electoral siga trabajando en 
esta ley para que en el futuro pueda dar alguna sugerencia. 


Antes que nada es importante decir que tenemos un departamento de contaduría que es el que recibe 
esta información, hace el contralor y las observaciones que después se vuelven a chequear por los 
contadores, que son quienes nos van a asesorar con respecto a algunos inconvenientes que han visto 
en la aplicación de la ley, algo que nos parece importante. 


Otro tema que se ha mencionado es el relativo al grupo idóneo y debo aclarar que desde mi punto de 
vista debería estar integrado por contadores, para apoyar y respaldar a nuestro departamento de 
contaduría, con el contralor partidario que esto amerita. No necesito decir a los señores senadores que 
nosotros trabajamos con el contralor partidario y por eso cada uno de los contadores representa a un 
partido político diferente. 


Por otro lado, me parece importante —aclaro que este es mi punto de vista porque la Corte Electoral lo 
ha manejado estrictamente en períodos de elecciones y no en forma continua— que esto sea previsto 
para el año electoral. También, nos permitimos sugerir —dado que no tenemos iniciativa legislativa— la 
necesidad de regular el contralor a los municipios, no solamente a la parte departamental, es decir, a 
los ediles e intendentes, sino también a los municipios. 


En cuanto a lo que manifestaba el señor senador Heber con respecto a otras instancias electorales, la 
Corte Electoral lo ha estado analizando pero no tenemos competencia, a no ser en los períodos de las 
elecciones que establece la ley. Fuera de eso, solamente podemos recibir la denuncia de algún partido 
político y dar respuesta. 


El señor senador Michelini preguntaba acerca de los idóneos, de los contadores y también habló de los 
abogados. Nosotros tenemos un equipo de asesoría letrada, con un equipo de abogados de gran 
trascendencia e importancia y, por lo tanto, se verá si amerita contratar abogados para este equipo de 
idóneos. 


Nos llevamos los planteos de los señores senadores y en cuanto a la veda, como bien se decía son 
treinta días antes de la elección pero con respecto a lo que sucede después de los cuatro años 
inmediatos, la Corte Electoral no puede hacer observaciones porque, como dije anteriormente, por más 
que se reciban denuncias no es nuestra competencia. 


Es evidente que la Corte Electoral tiene mucho trabajo y agradecemos enormemente que nos hayan 
invitado porque nos llevamos bastantes deberes, ya que esto recién comienza. 


SEÑOR BRAUSE.- Como bien ha informado el señor presidente Arocena, en esta materia la Corte 
Electoral ha procurado llegar a un consenso y eso es lo que se está planteando hoy ante la comisión. 
Deseo poner el mayor énfasis en lo manifestado en su informe en cuanto a que, desde el punto de 
vista de la confianza en materia electoral, el Uruguay goza de un primer puesto en el contexto de los 
países latinoamericanos. Más allá de que nuestro país encabece esta lista en la comparación 
internacional, hay que resaltar que ese nivel de confianza surge de la opinión pública nacional. Eso es 
particularmente relevante y algo que tiene que llenar de orgullo, no solo al país como tal, sino también 
a la Corte Electoral como institución. Asimismo, hay que destacar que en el medio local están 
apareciendo críticas -que se recogen en la prensa y también en alguna institución— con respecto a las 
fallas que está teniendo el sistema electoral nacional, que radican en el financiamiento de los partidos 
políticos y las campañas electorales. Por lo tanto, es bienvenida la intención del legislador, que al 
constituir esta comisión especial busca dar una respuesta a esa crítica que está surgiendo, que va a 
afectar la confianza de la opinión pública en el sistema electoral uruguayo y que pone en riesgo esa 
posición de privilegio que hoy tiene el Uruguay. Esto es, sin duda, una tarea no fácil porque requiere, 
naturalmente, que se busquen los medios para controlar a los partidos políticos en cuanto a su 
financiación y a las campañas electorales; no es tarea menuda. La Corte Electoral, desde ya, está 
dispuesta a continuar colaborando, en la media de lo posible, con esta comisión, como corresponde. 
Los partidos políticos —esta es una realidad que hay que enfrentar en los medios modernos—, más que 
nunca, necesitan de los medios financieros para poder hacer sus campañas que, cada vez, son más 
costosas. Esto se debe procurar mediante el control de ese financiamiento de las campañas y partidos 
políticos guardando —como dijo el presidente Arocena— el delicado equilibrio de no restringir los 
derechos políticos que son naturales a los partidos políticos. Se debe procurar esto para lograr una 
mayor equidad, para vigilar el financiamiento ilícito, que se advierte, sobre todo, en países 
latinoamericanos, guardando, reitero, el delicado equilibrio que es necesario preservar en el proceso 
electoral. 


Un principio de respuesta lo da la Ley n.” 18485, porque le permite a la Corte Electoral intervenir en la 
materia de las rendiciones de cuentas, como aquí se ha señalado. Pero si bien esta es una ley 
necesaria, no es suficiente; este es el cometido principal que tiene que abordar esta comisión. 
Naturalmente, en algún momento se va a poder contar con mayor información pues, quizás, ya exista 
algún proyecto de ley en ciernes. Para esa ocasión sería buena cosa que la Corte Electoral fuera 
nuevamente consultada para poder expresar sus experiencias en esta materia de rendición de cuentas. 


En definitiva, lo imprescindible para que la Corte Electoral pueda controlar el financiamiento de los 
partidos políticos y de las campañas es que pueda contar con recursos, tal como ya se ha dicho; y no 
tienen que ser solo financieros, sino también humanos y con gente de calidad, de manera tal que el 
control se pueda llevar a cabo. 


Quiero contestar algo al amigo senador Heber respecto del tema más puntual de la veda y su razón de 
ser. Naturalmente, los partidos políticos durante todos los años tienen mayor libertad para llevar a cabo 
elecciones internas -como estamos viendo en estos días—, y el punto de la veda refiere estrictamente a 
las elecciones para presidente de la república, Senado, Parlamento y, posteriormente, para los 
Gobiernos Departamentales. Refiere estrictamente a ese período, y no al anterior, porque la libertad es 
totalmente libre. 


Muchas gracias. 


SEÑOR HEBER.- Quiero saber cuándo es que empieza a regir la veda en una campaña electoral. ¿Un 
año antes? ¿Seis meses? ¿Está reglamentado? 


(Dialogados). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo que el señor senador Heber haga la pregunta y después vemos 
quién contesta de los representantes de la Corte Electoral. 


SEÑOR HEBER.- No me refiero a la publicidad, que está claro que son treinta días antes, sino a 
cuándo empieza la veda electoral. ¿Un año antes? ¿Seis meses antes? ¿Está en la ley? De pronto, se 
me pasó. 


SEÑOR AROCENA.- Yo quisiera que se respondiera a las preguntas del señor senador Otheguy y del 
señor senador Heber, para lo que voy a pedir que se ceda la palabra al señor Penco. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece muy bien. 


SEÑOR PENCO.- Para contestar al señor senador Heber, debo decir que la Ley n.? 17818 es la que 
modifica solamente los plazos establecidos en la Ley n.” 17045 y es muy clara cuando dice: 
«ARTÍCULO 1.”.- Los partidos políticos podrán iniciar su publicidad electoral en los medios de 
radiodifusión, televisión abierta, televisión para abonados y prensa escrita, solo a partir de:» —y ahí 
establece los períodos en referencia a cada una de las elecciones— «1) 


Treinta días para las elecciones internas. 2) Treinta días para las elecciones nacionales. 3) Quince días 
en caso de realizarse una segunda vuelta. 4) Treinta días para las elecciones departamentales». Es 
decir que antes no se puede hacer propaganda o publicidad en esos medios exclusivamente con 
referencia a las elecciones de que se trate. 


A su vez, la ley establece una veda de cuarenta y ocho horas anteriores al acto electoral, en donde 
está prohibido cualquier tipo de propaganda de carácter político. En realidad, cuando hablamos de la 
veda nos estamos refiriendo a ese breve período de cuarenta y ocho horas anteriores al acto electoral. 


SEÑOR HEBER.- Ala prohibición de la propaganda. 


SEÑOR PENCO.- La prohibición de la propaganda con respecto a la campaña electoral propiamente 
dicha empieza antes de los treinta días que la ley establece. 


SEÑOR HEBER.- ¿Cuánto antes? ¿Cinco días, un mes, un año? ¡¿Cuánto antes?! 


SEÑOR PENCO.- Creo que hay que invertir los términos. Hay una elección; una vez terminada, 
empieza un período interelectoral —por llamarlo de alguna manera— a que ha hecho referencia el 
ministro Brause, donde rige el principio de libertad respecto a las actividades que realizan los partidos 
políticos. Es decir que la veda publicitaria está restringida estrictamente a la campaña electoral, a las 
candidaturas presidenciales o a los órganos legislativos en ese período. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a tratar de ser un poco más claro en el planteo. El señor senador Heber 
refiere a si está prohibido o no, en los momentos interelectorales, decir por ejemplo que el Frente 
Amplio es el mejor partido, y manifestar eso durante todo el tiempo sin necesidad de expresar «vote a 
tal presidente». ¿Está claro? A eso se refiere, es decir, a si se puede tener una propaganda constante 
que no sea solo anunciar actos, a cuándo rige esa especie de veda. 


SEÑOR HEBER.- Me refiero a la prohibición de campaña electoral —que tiene un plazo de hasta treinta 
días, en donde se puede hacer propaganda—, a cuánto tiempo antes: ¿un mes, dos meses, seis 
meses? 


(Dialogados). 
SEÑOR PRESIDENTE.- Está en uso de la palabra el señor senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Pediría que nos escuchemos para poder entendernos en lugar de que hablemos 
todos. 


Pregunto sobre la prohibición, es decir, cuándo empieza la campaña electoral. 
(Interrupciones). 


—¡No! La campaña electoral real es la que estamos haciendo mientras recorremos el país un 
año antes. Esa es la verdad. Ahí rige la prohibición. ¿Dos años antes también rige la prohibición? 


SEÑOR PENCO.- Sí. 


SEÑOR HEBER.- Entonces, cinco años antes rige la prohibición. ¡Está, eso es lo que quería saber! 
Estamos en campaña electoral durante cinco años hasta que empiezan a correr esos treinta días. Se 
me dice que sí. ¡Entonces está mal y por eso quiero decirlo! 


SEÑOR PENCO.- Creo que lo que está prohibido es la publicidad electoral en esos medios antes de 
cumplirse el primer día de los treinta que establece la ley a los efectos de la autorización de esa 
publicidad. 


Eso no excluye, porque también lo dice la ley, la información de actos políticos, actividades 
habituales del funcionamiento de los partidos, así como la realización de entrevistas periodísticas en 
esos medios. Está permanentemente autorizada la publicidad respecto de todas esas actividades. Por 
eso reitero lo que dijo el doctor Brause: rige el principio de libertad en esa materia. Naturalmente, si el 
senador Heber es candidato a la presidencia de la república, su candidatura no podrá ser publicitada 
en los medios de comunicación antes del día 30 anterior a la elección nacional. Pero eso no excluye 
que la actividad de los partidos pueda ser informada en los medios de comunicación y que el senador 
Heber pueda ser entrevistado. Creo que de esa manera damos respuesta a la inquietud del senador 
Heber. 


Con respecto a la pregunta del senador Otheguy, queremos decir que la Corte se pronunció 
expresamente ante un caso —en una sentencia que les podemos hacer llegar en su momento a la 
comisión si así lo entiende pertinente—, acerca de contribuciones realizadas a título personal por 
directores de empresas adjudicatarias o concesionarias de obras públicas, que no suponían una 
contribución indirecta de esas empresas, sino una contribución a título personal. No obstante lo cual y 
a efectos de evitar equívocos en la materia, sería bueno que el legislador precisara el alcance de la 
norma en ese sentido. 


SEÑOR CAMY.- En primer término, saludo con tono de disculpa a la delegación integrada por los 
Ministros de la Corte Electoral y a los asesores del cuerpo por llegar tarde. Creo que es muy importante 
escuchar en esta primera instancia, en el inicio del trabajo que se le encomendó a esta comisión 
asesora, a la Corte Electoral, que es la autoridad electoral del país. Vamos a leer detalladamente la 
versión taquigráfica para poder conocer lo conversado en esta primera parte, a la cual no pudimos 
asistir y por lo que reiteramos las disculpas del caso. 


Por otra parte, quiero señalar la interpretación que hago del tema que planteó el senador Heber, 
aunque creo que ya se aclaró. Precisamente, este tema estriba en la Ley n.* 17045, en el entendido de 
que el artículo 1.2 expresamente determina los plazos y también define específicamente lo que 
entiende por publicidad electoral o lo que regula. Por eso doy por entendido que todo el resto está 
permitido. 


Y también tuve la misma inquietud que planteó el senador Heber en cuanto a la última 
contienda electoral interna del Frente Amplio. Por eso iba a preguntar si estaba comprendido, a juicio 
de la Corte, en la definición que el artículo 2% expresa sobre la difusión de información sobre actos 
políticos. Simplemente a efectos de comprenderla en ello o especificarla más, porque obviamente tiene 
que estar determinado que instancias de ese tipo tengan la promoción que se requiera. 


Agradezco a la comisión la tolerancia por haber llegado tarde. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de la comisión, podemos decir que ha sido una reunión muy 
satisfactoria. Creo que ha sido oportuno el intercambio y considero que estamos más o menos en la 
misma línea de trabajo, después veremos sus resultados. 


Quiero agradecerles enormemente su presencia y la prontitud con que nos respondieron, como 
también la calidad de lo que nos han ofrecido como insumo para el futuro trabajo de la comisión. 
Seguramente esta no va a ser la última reunión que tengamos, probablemente los volvamos a citar 
pero ya avanzando más específicamente en algunos contenidos. 


SEÑOR AROCENA.- En primer lugar, agradecemos la convocatoria para analizar un tema que 
consideramos fundamental. Seguramente seguiremos trabajando con la comisión. Muchas gracias. 


(Se retiran de sala los integrantes de la Corte Electoral). 
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